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PRESIDE: Señora Representante Berta Sanseverino. 


MIEMBROS: Señora Representante Mercedes Santalla y señores Representantes Julio Bango, Gustavo 
Cersósimo, Jorge Guekdjian, Felipe Michelini y Nicolás Pereira. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Walter Campanella. 


ASISTE: Señora Presidenta de la Comisión de Género y Equidad, Graciela Matiauda Espino. 


INVITADOS: —Señor Subsecretario del Ministerio de Salud Pública, profesor doctor Leonel Briozzo; 
señor Director General de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, 
doctor Javier Miranda; señora Directora del Instituto Nacional de las Mujeres del 
Ministerio de Desarrollo Social, doctora Beatriz Ramírez; señores asesores del doctor 
Briozzo, Gonzalo La Rosa y economista y demógrafo Juan José Calvo; y señora Secretaria 
del doctor Briozzo, Gabriela Trujillo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Sanseverino).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial de Población y Desarrollo Social tiene el enorme placer de recibir a una delegación 
integrada por el señor Subsecretario del Ministerio de Salud Pública, doctor Briozzo, sus asesores, señores 
Gonzalo La Rosa, y Juan José Calvo, el Director General de Derechos Humanos del Ministerio de Educación 
y Cultura, doctor Javier Miranda, la Directora del Instituto Nacional de las Mujeres del MIDES, doctora 
Ramírez y la secretaria del Subsecretario del Ministerio de Salud Pública, señora Gabriela Trujillo. 


Entre el 12 y el 15 de agosto se realizó en nuestro país una Conferencia Regional sobre Población y 
Desarrollo. En esa oportunidad, Uruguay fue designado país anfitrión, y su Presidente fue el Subsecretario, 
doctor Briozzo. Por estos motivos, consideramos muy importante que la Comisión Especial de Población y 


Desarrollo Social de la Cámara de Diputados contara con la evaluación del impacto que generó esta 
Conferencia, de la que participaron más de ochocientos personas de todos los países de América Latina y El 
Caribe. 


En esa oportunidad se labró un documento importante, con más de ciento veinte recomendaciones, que 
marcan el futuro de este proceso que se inició en el año 1994, con la famosa Conferencia de Población que se 
hizo en el Cairo. 


Quiero informar que hemos invitado a esta reunión a los integrantes de las Comisiones de Derechos 
Humanos y a la Especial de Género y Equidad, quienes se irán incorporando en el correr de la reunión ya que 
algunos de ellos, como es el caso de la Diputada Matiauda, tenían otro compromiso. 


Como decía, nuestra intención es informarnos acerca de las evaluaciones de esta Conferencia. El Parlamento, 
que ha participado de la misma, tuvo un lugar notorio en lo que tiene que ver con la legislación de las 
políticas públicas, que todos estos compromisos internacionales nos están fijando. 


En tal sentido, agradecemos infinitamente que nos hayan alcanzado materiales. La publicación que han 
entregado a la Comisión se distribuyó el día de la Conferencia, y recuerdo que fue muy bien recibida. Para 
nosotros es muy importante que todos los parlamentarios, titulares y suplentes, estén bien informados de lo 
acontecido en esos cuatro días en Montevideo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA.- Esta Conferencia ha sido un 
emprendimiento de todo el Estado uruguayo y del Parlamento. También es importante destacar que la 
sociedad civil tuvo un rol muy importante, a través de las organizaciones sociales representativas de 
esta temática. 


El proceso de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo lleva diecinueve años. La primera 
Conferencia fue en 1994, donde se planteó por primera vez un cambio de paradigma respecto a visualizar los 
temas de población no solamente como asuntos demográficos, sino también de derechos de las personas. A 
partir de allí se empezaron a desarrollar una serie de actividades que culminarán el año que viene en lo que se 
ha denominado "Proceso de Cairo +20" o "Después de Cairo +20". El próximo año se cumplirán veinte años 
de la primera Conferencia. En dicha oportunidad se revisarán los avances que tienen que ver con agenda de 
población, desarrollo y, en particular, de derechos humanos, que son los que más impactan. Me estoy 
refiriendo, concretamente, a los derechos sexuales y reproductivos, que tienen que ver con el desarrollo de la 
población y, fundamentalmente, con los asuntos poblacionales. 


Hemos tenido el enorme privilegio de que Uruguay lidere este proceso, no solamente a nivel regional sino 
también mundial. Uruguay ha sido la sede de la primera Conferencia de Población y Desarrollo, a la que hizo 
referencia nuestra amiga, la Diputada Sanseverino, quien ha tenido una participación destacada. La sede de la 
Conferencia no fue elegida por casualidad, sino por reconocer el rol que ha tenido el Uruguay en la 
vanguardia de los temas de población, desarrollo y derechos humanos en general y, particularmente, de los 
sexuales y reproductivos. Esa decisión fue tomada en el último comité que se desarrolló en el 2012 en Quito, 
Ecuador. Allí se decidió que la sede fuera Montevideo. Tuve el honor de que me eligieran para presidirla 
porque casualmente era el que tenía el cargo gubernamental más alto de la delegación; un honor totalmente 
injustificado. 


Es bueno recordar y saber que el Uruguay va a presidir la Conferencia Mundial de Población y Desarrollo, a 
realizarse en el mes de abril, en las Naciones Unidas. Allí se van a analizar los avances de estos últimos 
veinte años; se proyectará la agenda para después del Cairo + 20. Como dije, esa reunión la va a presidir 
Uruguay, lo que significa un papel de absoluto liderazgo no solamente a nivel latinoamericano sino mundial. 
Ahí Uruguay está encabezando una delegación de cinco países, que representa a otras tantas regiones a nivel 
mundial: Europa, Asia, África, Latinoamérica y Oceanía, por lo que ocupamos un rol importante. Todo este 
proceso se cerrará en el mes de setiembre, en la Asamblea Mundial de las Naciones Unidas, cuando se realice 
la reunión de los Jefes de Estado y de Gobierno donde se definirán los pasos para seguir con esta agenda. 


Entendemos que estamos en un momento y en un lugar de privilegio a nivel del país, porque no se involucra 
solamente al Estado con sus tres Poderes, sino también a los movimientos sociales y a la sociedad civil que se 
ha organizado y que tiene una larga y fructífera historia en nuestro país con respecto a esta temática. 


Nosotros trajimos algunos materiales de la reunión de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo 
de América Latina y El Caribe. Uno de ellos trata de reseñar el avance en las políticas de población y 
desarrollo para la realización plena de los derechos humanos de todas las personas. 


Este material que hemos desarrollado cuenta, básicamente, la historia reciente del avance que ha habido en 
esta agenda que, como he dicho antes, es de Estado y de Gobierno. 


El otro material que trajimos es el Consenso de Montevideo. Me quiero detener en explicar algunos de los 
elementos centrales de dicho consenso. En primer lugar, su propia característica inherente pone de manifiesto 
que es un consenso. Lograr un consenso en una conferencia de este tipo, con los temas que están en la 
agenda, fue una tarea ardua y compleja, pero como Estado anfitrión tuvimos la posibilidad y el enorme honor 
de poder generar condiciones para que se diera la confianza necesaria para llevar adelante un consenso. 


Como verán los señores Diputados, se trata de un consenso que abarca toda la vasta temática de la agenda 
sobre población, desarrollo y derechos. Está dividido en capítulos, en los cuales se plantea uno de los 
elementos más trascendentes para el Gobierno uruguayo, que es el enfoque de toda esta agenda con una 
integración plena de la población y su dinámica en el desarrollo sostenible, con igualdad y respeto de los 
derechos humanos. Para nosotros, este ha sido un tema central y que vertebra todo el consenso. 


Un segundo capítulo tiene que ver con los derechos, necesidades, responsabilidades y demandas de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes, tema tan importante para nuestro país. 


Un tercer capítulo refiere a envejecimiento, protección social y desafíos socioeconómicos. El Uruguay ya ha 
transitado todo lo que tiene que ver con el cambio demográfico, que está trascendiendo en toda la región. En 
ese sentido, tenemos muchas lecciones aprendidas sobre la transición demográfica. 


Un cuarto bloque tiene que ver con el acceso universal a los servicios de salud sexual y reproductiva, que es 
quizás uno de los puntos en los que Uruguay tiene más para aportar a nivel regional y mundial, por el avance 
que ha habido en esta agenda en estos temas. 


Un quinto capítulo está destinado a todos los aspectos relacionados con la igualdad de género, que también 
tiene un gran impacto en nuestra agenda y ha sido una prioridad del Estado desde hace ya varios Gobiernos. 


Un sexto bloque refiere a la migración internacional y a la protección de los derechos humanos de todas las 
personas migrantes. Este aspecto es central en la agenda nacional, regional y mundial. 


Un séptimo capítulo tiene que ver con las desigualdades territoriales, movilidad espacial y vulnerabilidad. 
Acá hay un núcleo fundamental de análisis en el sentido de ver cómo el entramado de la organización de las 
sociedades modernas y el rol que tienen las ciudades impacta de manera directa en la calidad de vida, en las 
promesas y en las esperanzas de la gente que habita esta región, la más desigual del mundo. 


Un octavo bloque refiere a los pueblos indígenas, interculturalidad y derechos, aspecto central en la agenda 
latinoamericana por la gran diversidad cultural que hay, pero que también que nos toca como Nación. 


Un noveno capítulo tiene que ver con el capítulo de afrodescendientes, derechos y combate al racismo y a la 
discriminación racial, punto central de la agenda de políticas públicas a nivel nacional y también regional. 


Un décimo capítulo refiere a los marcos para la puesta en marcha de la futura agenda regional de población y 
desarrollo. En este sentido, en cada uno de estos temas, verán que entre todos los países de América Latina y 
El Caribe hemos logrado ponernos de acuerdo con una agenda que tiene aspectos centrales que hacen a la 
acción. Creo que eso es lo fundamental de este consenso, puesto que posibilita ponerlos en marcha en cada 
uno de nuestros países. 


Realmente estamos muy contentos. Además, hemos tenido mucha suerte de estar, como delegación oficial, en 
un momento tan fructífero, en el que nuestro país está jugando un rol tan destacado que, por supuesto, no se 
debe a nuestra participación, sino a lo que han venido haciendo generaciones anteriores y a un trabajo muy 
potente que nos precede con creces 


Hoy están presentes nuestros colegas de la delegación gubernamental. Creo que sería conveniente que 
hicieran una breve reseña de los aspectos más relevantes que ha tenido esta participación para luego dar lugar 
al intercambio. 


SEÑOR MIRANDA.- En primer lugar, es un gusto estar aquí y que la Comisión se haya interesado 
particularmente por el desarrollo de la reunión de la Conferencia Regional sobre Población y 
Desarrollo de América Latina y El Caribe. 


Quiero resaltar lo que señalaba el señor Subsecretario de Salud Pública con relación al documento que 
mencionamos, que es de consenso, lo que es absolutamente central. 


Además, para quienes vivimos el proceso de la reunión es absolutamente destacable haber logrado aunar 
voluntades de los distintos Estados presentes, con distintas realidades y niveles de desarrollo, no en términos 
valorativos, sino de propuestas inicialmente distintas en la confección de una agenda de población y 
desarrollo. 


Asimismo, la Conferencia de Montevideo significa un respaldo a la reunión que había tenido lugar en Quito 
el año anterior y a la declaración que se hizo en su momento, pero también implica un avance sustancial, a 
partir de una muy buena base, como fue la Conferencia de El Cairo de 1994, que nos posiciona en una 
agenda de población y desarrollo fuertemente comprometida con las instancias que vienen el año próximo: la 
revisión de Cairo o Cairo +20, como se la llama. 


En segundo término, como consideración general, creo que esto ha sido absolutamente importante para el 
país en cuanto al posicionamiento de Uruguay como un Estado que marca, en el concierto internacional, una 
vocación de política pública fuertemente centrada en los derechos humanos. Esto tiene dos ganancias 
fundamentales, una es el efectivo posicionamiento de Uruguay como un Estado articulador en el concierto 
internacional -en este caso, particularmente en el concierto regional-, que tiene una enorme capacidad de 
propuesta y de generar consensos e impulsar agendas sociales fundamentales. 


En términos más específicos y más relacionados con mi oficio, puedo decir que este documento tiene una 
impronta que está fuertemente reflejada en el impreso que llevamos como presentación país a la Conferencia, 
que tiene que ver con el acento de los derechos humanos como perspectiva conveniente, pero además 
necesaria en la elaboración de las políticas públicas. Claramente, la vocación con la que fue el Estado 
uruguayo a esta Conferencia y lo que quiso transmitir en términos de valores fue que las políticas de 
población y desarrollo tienen como objetivo la realización plena de los derechos humanos de todas las 
personas. Ese es el eje de nuestra articulación; esa ha sido nuestra vocación. Y eso se refleja notablemente en 
el consenso de Montevideo, producto de la Primera Reunión de la Conferencia Regional. El primer capítulo, 
de las medidas prioritarias, ya señala la integración plena de la población y su dinámica en el desarrollo 
sostenible, con igualdad y respeto de los derechos humanos. La clave para leer esta partitura es la perspectiva 
de derechos humanos, y eso es un avance notable y un aporte sustancial que Uruguay hizo a esta primera 
reunión y se pretende que sea eje estructurante de las futuras actuaciones en la Revisión del Programa de 
Cairo. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Voy a hacer algunas consideraciones generales en la misma línea de lo que han 
planteado los otros representantes, que han profundizado claramente en la importancia de esta 
Conferencia en términos de consagración de derechos, veinte años después de la Conferencia realizada 
en el año 1994. En estos años, se han sucedido una serie de Conferencias -la de Beijing, la de Viena, la 
de Río, la de Durban-, a través de las cuales fuimos transitando un proceso de consagración de 
derechos en convenciones que Uruguay ha ratificado. Es decir que el liderazgo en esta presencia que 
nos tocó en mayo de 2012 y que nos permitió ser sede de esta instancia preparatoria no ha sido casual. 
En ese sentido, el material que les acercamos -que muestra una línea de tiempo en términos de normas 
y también de creación de institucionalidad- permite ver cuántos avances hemos tenido en los últimos 
diez años en lo que refiere a todos estos derechos que Uruguay ha venido alcanzando para sectores de 
población que han tenido históricas desventajas, como es el caso de las mujeres, de las poblaciones 
afrodescendientes, de los pueblos originarios de toda América Latina, que toman en esta Conferencia 
un lugar preponderante, donde se les han asignado derechos y se ha diseñado un plan de acción, que 
entendemos que es lo más importante: cómo deconstruimos procesos de exclusión y de discriminación 
que han vivido las poblaciones y los convertimos en acciones que permitan efectivamente el 


cumplimiento de sus derechos y el ejercicio de los mismos por parte de las poblaciones de América 
Latina. 


En cuanto a nuestra responsabilidad más específica, los derechos sexuales y reproductivos, debo decir que la 
aprobación de nuestra Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo nos colocó en un lugar muy importante 
en la región, presentando a Uruguay como un país de avanzada con respecto a otros países. Esta ley es de 
importancia en dos aspectos fundamentales, como son el acceso a la atención pre y posaborto, y la 
prevención de la morbilidad y muerte materna, que consagramos como un componente importante a prevenir; 
sabemos que las muertes por estos factores son prevenibles y así lo hemos instalado en nuestra ley. Por lo 
tanto, son aspectos muy importantes que nos han situado en un camino fundamental. 


¿Cómo seguimos? En la agenda ya se plantean varios puntos. Uno es la generación de un mecanismo de 
coordinación nacional que incluya a las organizaciones de la sociedad civil. Para nosotros es muy importante 
la presencia de la sociedad civil organizada para facilitar la implementación y el seguimiento del programa de 
acción de Cairo después de 2014. 


Otro es la aprobación de una agenda regional Esto implica llevar no solamente nuestra propuesta país, ya que 
esta acción que venimos haciendo de manera conjunta, fundamentalmente con la región del Mercosur, pero 
también en diálogo con otras regiones, también nos ha permitido avanzar. Uruguay viene de haber estado 
presente en la Conferencia de la Mujer en República Dominicana, que adopta ya como parte de su agenda el 
Consenso de Montevideo como una herramienta que nos permite seguir avanzando 


También nos proponemos generar mecanismos regionales, mejorar las fuentes, en particular de los datos. 
Debemos tener claro que hay poblaciones que tienen composiciones demográficas diferenciadas, y los 
organismos de estadística tienen que colocar estos temas en sus análisis para que podamos tener políticas 
realmente efectivas. Si no tenemos datos estadísticos, es muy difícil diseñar políticas públicas. Asimismo, 
debemos fomentar estas acciones a nivel nacional y asegurar recursos financieros. Porque frente a un plan de 
acción y políticas públicas -que va a ser la traducción concreta que surgirá de este proceso-, necesitaremos 
recursos financieros que permitan su implementación. 


Por lo tanto, en 2014 tenemos un importante rol que desempeñar en Naciones Unidas, que nos ha sido 
concedido por la región. Tenemos un desafío país y un desafío región que nos lleva a implementar estas 
acciones y a avanzar y profundizar en lo que entendemos es este consenso de Cairo: una herramienta de 
fuerte profundización de nuestra democracia. 


Agradecemos esta convocatoria. Nos parece muy importante tener estos intercambios entre los diferentes 
organismos del Estado, como parte de su responsabilidad y competencia, y ponerlos a consideración del 
Poder Legislativo. 


SEÑOR CALVO.- Voy a ser extremadamente breve porque creo que los aspectos centrales, sustantivos, 
fueron perfectamente desarrollados por los demás integrantes de este ámbito de coordinación del Estado para 
llevar adelante la posición de Uruguay con respecto a los temas de población y desarrollo en todo este 
proceso. Quedaré disponible para responder sobre lo que tiene que ver con mi rol en este proceso, que es 
brindar soporte técnico a la delegación uruguaya y, por supuesto, a los miembros de las Comisiones aquí 
presentes. 


Quiero hacer un comentario al respecto. Uruguay pasó de una situación de muy poca presencia en lo que 
antes era la Comisión Especial de Población y Desarrollo de la Cepal -inclusive no tenía presencia en las 
reuniones periódicas-, a presidir, a través de una estrategia planificada y llevada adelante por parte de las 
distintas instituciones del Estado, la Primera Conferencia de Población y Desarrollo Regional, que es de 
orden permanente. La Cepal tiene otras dos Conferencias de orden permanente: la Conferencia Estadística y 
la Conferencia de la Mujer; esta es la tercera Conferencia de orden permanente que establece la Comisión 
Económica de América Latina, y su primera reunión fue la que tuvimos en agosto en Montevideo y que 
Uruguay preside. 


Es extremadamente importante que Uruguay presida ahora, a nivel global, el proceso que mencionaban 
quienes hablaron antes que yo. Una parte esencial de esto es el liderazgo político -eso ha quedado bastante 
claro- impulsando una agenda moderna y orientada a la realización de los derechos humanos de las personas. 


En este sentido, Uruguay jugó un rol extremadamente importante en la región y también lo está jugando en 
este momento en la discusión a nivel global en cuanto a orientar las políticas de población desde esta 
perspectiva y abandonar cualquier intento de orientar políticas de población que tienen por objetivo la 
fijación de parámetros cuantitativos, de demografía. Esa era la visión predominante en el mundo, previo a 
1994 y a la realización de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo que se llevó adelante en 
El Cairo. En ese sentido, ha sido extremadamente clara, sustantiva y técnicamente potente la voz del Estado 
uruguayo fundamentando los distintos aspectos que detalló el señor Subsecretario: las posiciones que 
nosotros, como Estado, estamos orientando. 


SEÑOR MICHELINLI.- En primer lugar, quisiera hacer una expreso reconocimiento a la delegación 
que hemos invitado a esta Comisión, integrada por distinguidos profesionales: economistas, 
demógrafos, abogados, médicos. Esto marca el abordaje interdisciplinario que los temas de población 
vinculados a derechos humanos deben tener. 


De alguna manera, su presencia en esta Comisión refleja los avances que Uruguay ha hecho en este sentido. 
Para citar un solo ejemplo, recientemente la Presidenta de esta Comisión, la señora Diputada Sanserverino, 
fue invitada por una organización de parlamentarios en Santo Domingo a exponer sobre los avances de 
Uruguay sobre políticas de desarrollo. Este es un ejemplo concreto de cómo nuestro país está en una 
exposición regional e internacional bien importante. Desde esa perspectiva, no puedo más que felicitar la 
presidencia de esta Conferencia Regional y, al mismo tiempo, alentar a que, efectivamente, Uruguay 
desarrolle todos los pasos con el objetivo de presidir efectivamente la Presidencia de la Conferencia Mundial 
de Población y Desarrollo. En esa lógica de inserción de Uruguay en el mundo, desde estos abordajes, 
descuento la intención de todos los integrantes de esta Comisión asesora de la Cámara de Representantes de 
colaborar en lo que podamos para que así sea. 


Creo que no es casualidad que en 2005 haya habido un cambio central en la política de Estado en materia de 
derechos humanos. En primer lugar, desde el punto de vista del discurso, del abordaje en integralidad, no 
solamente por asumir la importancia de derechos civiles y políticos, sino también la importancia de la 
gravitación de los derechos económicos, sociales y culturales, desde una política que desde el discurso 
afirmase, en definitiva, la acción del Estado, aunque en claro trabajo con la sociedad civil. 


Sin perjuicio de compartir los énfasis puestos en los materiales aportados, agregaría algunos hitos que desde 
mi punto de vista también hacen a esa política central. Por ejemplo, la creación de la Dirección Nacional de 
Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura y la instalación del Consejo Nacional Consultivo 
Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente, establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia 
aprobado en setiembre de 2004. A su vez, la ratificación de casi todos los instrumentos de protección 
internacional de derechos humanos, especialmente el de discapacidad, y la incorporación -por ejemplo- del 
abordaje en materia presupuestal de políticas de género en toda la Administración del Estado, sin dejar de 
mencionar lo que tiene que ver con el trabajo en cuanto a la lucha contra la discriminación y el acoso, o los 
esfuerzos con relación al Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos. 


Sin perjuicio de ello, evidentemente creo que nuestros debe más importantes están en la efectividad. Están, 
por un lado, los aspectos endémicos. El señor Subsecretario conoce perfectamente bien la inconsistencia que 
tenemos entre la dificultad de generar un embarazo más sano, controlado, que permita que el neonato tenga 
mejores condiciones de peso y de salubridad y la cantidad de niños de bajo peso que tenemos en una 
hotelería casi de primer mundo. Esa es una contradicción, por hacer notar un solo ejemplo en materia 
demográfica; es la traducción flagrante de que nos cuesta muchísimo llegar a la prevención: hemos estado 
haciendo mucho para abatir el embarazo adolescente y tenemos una lógica de hotelería y de atención de esos 
niños de bajo peso, muchos de los cuales, por más esfuerzos que haga la comunidad, no tienen capacidad de 
sobrevivir. 


Por otro lado, me parece que Uruguay no ha podido hacer un abordaje sincero y franco en cuanto a la 
efectividad y al cumplimiento de los derechos a través del principal órgano, que es el Poder Judicial. 
Tenemos una deuda muy fuerte con el Código del Proceso Penal, en el que está trabajando la Cámara de 
Senadores. Hay enormes dificultades para acceder a la Justicia, que se respete el derecho al debido proceso y 
al día en el tribunal. El diseño institucional que tenemos hoy no es bueno y está claramente demostrado que 
es anacrónico. Esto no pasa únicamente por la ubicación de los cometidos del Poder Ejecutivo en forma 


dispersa, sino también por la formación de nuestros futuros operadores de derecho, que tienen enormes 
dificultades. 


Quisiera saber si hay alguna posibilidad de que estos esfuerzos que se han hecho para la primera Conferencia 
Regional sobre Población y Desarrollo tengan una visualización institucional permanente. Ayer de tarde, la 
Cámara le hizo un homenaje al profesor Enrique Rodríguez Fabregat, que presentó la Tabla de Derechos del 
Niño en la década del veinte. Esto fue una premonición de lo que hoy es el Instituto Nacional del Niño dentro 
del sistema de Estados Americanos y fue la base del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia. Eso fue una 
concreción física. Tal vez la Cancillería, Salud Pública y la Dirección General de Derechos Humanos, 
independientemente de su ubicación institucional, deberían pensar alguna iniciativa al respecto. 


La segunda pregunta que quiero hacer es más técnica. Según algunos resultados del censo, hay un cambio de 
paradigma de los hogares uruguayos. Casi el 35% mantiene una pareja estable, monogámica, permanente, 
con un máximo de dos o tres niños. Este es el paradigma que se mantiene en el imaginario social, pero no en 
la realidad: ese porcentaje representa la mayoría mayor, lo que está demostrando un crisol de otras formas de 
relaciones familiares. 


Concretamente, los temas clave son las situaciones endémicas y culturales, y el acceso a la Justicia. Como ya 
dije, es importante saber si los trabajos de la primera Conferencia Regional de Población y Desarrollo dan 
alguna pauta de planes de acción a corto y mediano plazo en este año que finaliza o en el que viene, que es 
especial porque tenemos elecciones de todo tipo. Para quienes ocupamos las bancas de esta Cámara estos 
insumos son elementos para reflexionar y, eventualmente, para tomar iniciativas parlamentarias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos la bienvenida a la Presidenta de la Comisión Especial de Género y 
Equidad, la señora Diputada Matiauda, a quien le agradecemos que nos esté acompañando. 


Me parecieron muy interesantes todas las reflexiones que se han realizado hoy aquí. 


Quisiera referirme ahora a la Directora de Inmujeres, que habló la línea de tiempo. Es muy clara la 
complementación existente entre Poder Ejecutivo, Parlamento, movimiento social y sociedad civil. Las 
normas jurídicas -leyes y decretos ministeriales- y las institucionalidades dan fundamento y fortaleza a las 
políticas públicas, facilitando su desarrollo. 


La delegación nos ha entregado un material que es muy valioso para la Comisión, que tiene a estudio muchos 
temas de mediano y largo plazo, cuya discusión es fundamental para entender el país y construir políticas que 
nos lleven a un mayor bienestar social. 


Me he sentido muy en sintonía con la Declaración, que tiene capítulos muy fuertes en lo que refiere a buscar 
soluciones para la discriminación, el estigma, la violencia y el acoso, y en todos ellos se refleja la 
movilización para combatir estos males. Me interesaría escuchar algún comentario, especialmente del doctor 
Miranda, sobre qué aporte podríamos hacer desde la institucionalidad y de las normas jurídicas. 


Me parece importante analizar cómo impacta esta Conferencia -que fue tan significativa para los otros países- 
en la región, que tiene un buen desarrollo económico, ya que muchos países están logrando buenas metas a 
nivel cuantitativo. Querría saber la postura de los países que más participan en esos debates en cuanto a 
dónde consideran que están las fortalezas para los cambios regionales. No nos referimos solo a la 
Conferencia de Montevideo, donde se consagró una agenda de derechos muy fuerte. 


Estuvimos en el lanzamiento que se hizo en La Pascua -organización que trabaja en camino Carrasco y 
Avenida Bolivia, zona de altísima vulnerabilidad social- de un trabajo sobre embarazo adolescente, para el 
cual hubo una aproximación social muy fuerte social del Ministerio de Salud Pública y del Mides. Es un 
video muy importante que se puede ver en las páginas web, en el que el embarazo adolescente está muy bien 
analizado. 


Quería pedir al señor Calvo que profundizara en el bono demográfico, que es algo que se menciona a menudo 
-incluso hemos tenido algunos debates con militantes políticos-, pero que no está en la agenda cotidiana y no 
a todos les queda claro qué es. En la medida en que a partir de la reflexión de cómo está la sociedad uruguaya 
surgen políticas, me parece importante ahondar en el concepto de bono demográfico. 


En síntesis, mis inquietudes apuntan a la región, a la discriminación y al estigma como ejes fundamentales en 
las políticas de población y desarrollo y al bono demográfico. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No me quedó clara la referencia del señor Calvo en cuanto a que habría que 
descartar como política el concepto cuantitativo de desarrollo y población. Me gustaría que ampliara el 
concepto, porque debemos tenerlo bien claro a fin de analizarlo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Entiendo que se habían manifestado cuatro 
bloques de interés, institucionalidad, familia, la parte jurídica y el bono demográfico, a los que se 
agrega la consulta sobre por qué las políticas deben basarse en derechos y no en resultados 
cuantitativos. 


Yo voy a dar respuesta solamente a la parte de institucionalidad a la que hizo referencia el señor Diputado 
Michelini. 


Actualmente, en la OPP existe la Comisión de Población -integrada por varios Ministerios- que trabaja esta 
agenda. Quizás podría ser esa la base para generar una interinstitucionalidad a nivel de Estado. Creo que 
también sería conveniente que fuera integrada por el Poder Legislativo e, inclusive, por los movimientos 
sociales. Sería una iniciativa trascendente para terminar este período de Gobierno y, fundamentalmente, daría 
soporte al rol que Uruguay está jugando a nivel internacional, que es muy grande. De hecho, esta delegación 
se formó ad hoc para el evento de Quito -que reseñé anteriormente-, que fue la última reunión de Comité, y 
para esta reunión de la Conferencia, pero no tiene una institucionalidad muy marcada. De manera que 
tomamos la idea. 


SEÑOR CALVO.- En primer lugar, me voy a referir a las transformaciones de los arreglos familiares. 


Como ustedes bien saben, Uruguay fue un país pionero en la región de América Latina y el Caribe en el 
avance de lo que se denomina la primera transición demográfica. Esto significa el proceso por el cual 
descendió la natalidad y la mortalidad y, en consecuencia, se enlenteció el crecimiento demográfico y se 
envejeció la estructura por edades de la población. Fue el primer país de la región que alcanzó la etapa 
avanzada de la transición demográfica, unos diez años más tarde de lo que lo habían hecho algunos países 
europeos, como España e Italia, lo cual no debe sorprendernos, por el peso que tuvo el contingente de 
inmigrantes españoles e italianos en la conformación de la población uruguaya. 


Desde 1985 Uruguay atraviesa a gran velocidad -inclusive los especialistas han dicho a "vertiginosa 
velocidad"- la denominada segunda transición demográfica, que está constituida por una serie de eventos 
vinculados al incremento de los índices de divorcios, a la diversificación de la estructura de arreglos 
familiares, a la caída de la fecundidad por debajo del nivel de reemplazo y a la ocurrencia de la mayor parte 
de los nacimientos fuera de uniones legales. 


Este proceso, que tiene un nombre parecido al anterior -segunda transición demográfica- en realidad, es 
bastante diferente. El período en que se produjo en Uruguay es bastante preciso: el punto de partida es 1985. 
De nuevo, Uruguay es pionero en la región, aunque no en el mundo, donde hay algunos países que ya 
llevaban más de cuarenta años en estos procesos: en algunos países de Europa occidental están ocurriendo, 
más o menos, desde mediados de la década del sesenta. ¿A qué nos conduce? A que la estructura de hogares 
tradicional -un hogar constituido por un papá, una mamá y sus hijos- pasa de ser hegemónica a minoritaria. 
Las familias se diversifican, tomando distintas formas: mayor peso de los hogares unipersonales y nucleares 
monoparentales, es decir con presencia exclusivamente de uno de los cónyuges en el hogar, más familias 
compuestas y familias extendidas. Este proceso no le pasa solo a Uruguay; ocurre a nivel global, como 
sucede con el envejecimiento o el enlentecimiento demográfico. Nuestro país no es de los primeros países del 
mundo donde estos procesos están ocurriendo, pero tampoco de los últimos. También son procesos globales 
la urbanización y el "recostamiento" de la población sobre las áreas costeras. Desde el punto de vista del 
diseño de las políticas públicas, es necesario comprender la ocurrencia de este fenómeno; de lo contrario, en 
el mejor de los casos, los instrumentos se tornan ineficientes, y en el peor, ineficaces. Si uno piensa en las 
familias como canales de trasmisión de instrumentos de políticas y toma en cuenta una estructura que no es la 
que predomina, el instrumento será ineficiente o inefectivo. 


El bono demográfico está bastante vinculado con la primera transición demográfica. ¿En qué consiste? La 
idea del bono demográfico es relativamente sencilla: a medida que una población cambia su estructura de 
edades, la relación entre personas potencialmente dependientes y potencialmente activas se va modificando. 
Es decir, en sociedades de alta natalidad y mortalidad, la estructura por edades es muy joven y la presencia de 
los niños es fuerte, como ocurre, por ejemplo, en Haití, Guatemala y en países del sur del Sahara donde, en 
algunos casos, el 50% de la población tiene menos de quince años; son estructuras extremadamente jóvenes, 
prácticamente de sociedades infantiles. Entonces, el cociente que resulta de dividir el número de personas de 
menos de quince años entre el de personas entre quince y sesenta y cuatro años -en esta franja es donde 
nosotros tenemos el grueso de la población potencialmente activa- nos da un número muy alto. Esto quiere 
decir que hay muchos dependientes o potenciales dependientes sobre potenciales activos. 


Cuando la natalidad y la mortalidad comienzan a descender se genera un período, llamado ventanilla de 
oportunidades demográficas o bono demográfico, en el cual hay menos cantidad de niños, pero aún no hay 
muchos adultos mayores. Por lo tanto, se engrosa la pirámide de población en las edades donde se concentran 
las personas en edad de trabajar, es decir, entre quince y sesenta y cuatro años. Es un período particularmente 
propicio para dirigir la generación de riqueza de un país a oportunidades de tipo productivo, a mejoras en la 
educación y en la salud, porque la presión que ejerce el gasto de los dependientes es menor. Es decir, hay 
menos niños en términos relativos, pero todavía no hay suficiente cantidad de adultos mayores que presionen 
en algunos de los aspectos del gasto público, por ejemplo, los sistemas de retiro -jubilaciones y pensiones- y 
de salud, donde el gasto se incrementa fuertemente en presencia de poblaciones muy envejecidas. 


A medida que transcurre el tiempo, se mantiene la baja natalidad y también baja la mortalidad pasamos a una 
tercera etapa de la estructura por edades, en la que seguimos teniendo pocos niños -inclusive disminuyen en 
valor absoluto-, pero comienza a crecer muy fuertemente la población de más de sesenta y cinco años y, 
particularmente la de más de ochenta. 


Entonces, ese cociente al que hice referencia comienza a deteriorase nuevamente. En este caso, los 
potenciales dependientes comienzan a crecer nuevamente con relación a los potencialmente activos, pero no 
por el lado de los niños, sino de los adultos mayores. Es decir, la sociedad comienza nuevamente a tener una 
fuerte presión financiera de los potenciales dependientes, pero por la cúspide de la pirámide, por las personas 
de más edad. 


Al período intermedio en el cual la relación de dependencia desciende -que es particularmente favorable- se 
lo denomina la ventanilla de oportunidades demográficas o el bono demográfico. En ese período, se supone, 
desde el punto de vista teórico, que las administraciones disponen de mayor espacio fiscal para destinar 
gastos, por ejemplo, a infraestructura y a la mejora de la educación. La literatura sobre el tema hace mucho 
hincapié en la inversión en los niños y jóvenes para lograr personas con mayores capacidades, que tengan 
mayor productividad a la hora de tener que sustentar poblaciones con una fuerte presión financiera por el 
lado de los jubilados y retirados. 


La situación demográfica de Uruguay, desde este enfoque, no es particularmente alentadora, porque nuestro 
país ya abandonó la etapa del bono demográfico. Nuestra actual dinámica demográfica nos lleva a que la 
profundización del envejecimiento esté haciendo que la relación de dependencia demográfica nuevamente 
crezca. Es decir que la cantidad de personas dependientes con respecto a los potencialmente activos está 
creciendo nuevamente por el efecto de la profundización del envejecimiento. 


Las tasas de crecimiento demográfico de las personas de más de sesenta y cinco años, particularmente las de 
más de ochenta años, son significativamente más altas que las del conjunto de la población; ni qué decir de 
los niños y jóvenes. Las proyecciones indican que vamos a alcanzar tasas de crecimiento negativas en estos 
grupos de edades. Hay proyecciones elaboradas en conjunto con la demógrafa e historiadora Adela Pellegrino 
y con el sociólogo y demógrafo Daniel Macadar, en las que en distintos escenarios demográficos, alrededor 
del año 2040, dependiendo de la hipótesis que consideremos, la cantidad de adultos mayores va a superar en 
volumen, en valores absolutos, a la cantidad de niños, y a partir de ahí, la distancia se incrementa. 


Con respecto a la aclaración que solicitó el señor Diputado Cersósimo, previamente a 1994, el paradigma en 
el mundo, en términos de políticas de población, no estaba centrado en las personas. En muchos casos, las 
políticas de población buscaban objetivos cuantitativos. El caso paradigmático en este sentido es el de la 
política del hijo único que se practica en China desde mediados de los años sesenta, que busca estrictamente 
reducir el crecimiento demográfico, llegar a un determinado valor de la tasa global de fecundidad. La teoría 


demográfico- económica que está por detrás de esto, que es de orden estrictamente malthusiano, ve en el 
crecimiento demográfico el principal obstáculo para el desarrollo económico. 


Hay otros ejemplos, como negar la libertad de movimiento de las personas o la movilidad compulsiva para 
poblar ciertos territorios. Podemos poner casos trágicos, como la política del Khmer Rouge en Camboya, 
donde en tres días se vació su ciudad capital bajo el supuesto de que lo peor para el desarrollo es la 
urbanización y debe volverse una sociedad rural. Este es un caso extremadamente exagerado, pero existió. 


Hay otros casos, como las políticas de prohibición de migración rural urbana en China y otros tipos de 
políticas que, en definitiva, buscan la obtención de un valor, tanto de crecimiento, de no crecimiento o de 
movilidad de las personas, y no el respeto de los derechos humanos. 


En 1994, este cambio de paradigma se produce en la Conferencia de Población y Desarrollo realizada en El 
Cairo; ese es el paradigma predominante hasta hoy. Se puede ejemplificar con un par de ideas. Lo relevante 
en una política vinculada con la fecundidad no es llegar a un determinado valor de la tasa global de 
fecundidad, sino lograr las condiciones para que las personas tengan la cantidad de hijos que deseen, en el 
momento que deseen, con las mejores condiciones para criarlos. 


Hay que dejar a las personas que tomen la decisión, libre e informada, sobre la cantidad de hijos que desean. 
Esto es válido tanto para las personas que están teniendo más hijos que los que desean porque no tuvieron un 
acceso a métodos anticonceptivos, no contaron con información o no fueron capaces de llevar adelante una 
negociación equilibrada a nivel sexual con sus parejas, como para las personas insatisfechas que tienen 
menos hijos de los que desean, porque hay que desarrollar mecanismos de soporte para permitir la 
compatibilización de la vida productiva con la vida reproductiva o permitir mecanismos de acceso para la 
reproducción en caso en que haya dificultades de tipo biológico. 


Otro ejemplo muy claro en este sentido es que lo relevante no es mantener un determinado porcentaje de la 
población residiendo en un cierto lugar del territorio, rural o urbano, sino que las personas residan en el lugar 
del territorio que deseen, sin que haya un menoscabo en el horizonte de oportunidades. Por ejemplo, un 
joven, no por residir en el medio rural, tiene que verse obligado a migrar al medio urbano porque va a tener 
falta de oportunidades en materia de educación, de esparcimiento, de conformación de un hogar, pero hay 
que intentar, con un objetivo cuantitativo, que haya un determinado volumen de población. 


Lo que debería obtener una política enfocada a los derechos humanos es que las personas residan en el lugar 
del territorio que deseen, que no sean obligadas a migrar por falta de oportunidades y puedan desarrollar 
vidas satisfactorias en todos sus planos, sin importar si esto ocurre en el medio urbano o rural. Este es un 
ejemplo que se podría extender a otros casos de la política de población. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Al leer las ciento treinta recomendaciones, advierto que hay una mirada 
muy fuerte hacia el acoso, la discriminación, la violencia, los estigmas, las poblaciones vulnerables, el 
género; la sociedad está mirada en su conjunto. 


Me parece interesante que la amplitud de las recomendaciones exija alguna hoja de ruta por la cual podamos 
transitar para convertirlas en políticas efectivas. Creo que el Ministerio de Educación y Cultura tiene un rol 
muy importante a ese nivel. 


SEÑOR MIRANDA.- Sin duda, el tema de los fenómenos de exclusión social es central y también cómo 
atacarlos. Como dice la señora Presidenta de la Comisión, están fuertemente asociados a algunas 
situaciones de vulnerabilidad particular que tienen que ver con género, etnia, raza y otras variables. 
Hay otras discriminaciones muy fuertes que tienen que ver con la situación socioeconómica y con la 
relación con el trabajo. Esto obliga a adoptar dos tipos de políticas que deberían ser convergentes. 
Existen las políticas focalizadas sobre poblaciones en situación de particular vulnerabilidad y muchas 
obedecen a situaciones estructurales de exclusión. O sea que tienen que ver con el desarrollo del 
modelo de producción histórico, y van dejando lastres en la forma de conformación de la sociedad. 


Por otro lado, están las políticas universales que, precisamente, tienen la vocación de intentar la inclusión en 
el sistema formal de trabajo como paradigma de inclusión social en varios sentidos. Por un lado, nuestro 
sistema de seguridad social está basado en el trabajo formal. El objetivo de la política actual es alcanzar el 


mayor nivel de inclusión en el sistema formal de trabajo, no solo por lo que significa como espacio para el 
acceso a las prestaciones de seguridad social, sino por el trabajo en sí mismo. Aquel dicho de que el trabajo 
dignifica lo seguimos reivindicando: es un espacio de realización personal, donde uno obtiene 
reconocimiento. 


La combinación de políticas focalizadas y políticas universales es absolutamente central. ¿Cómo se traduce 
en políticas? Efectivamente, se necesitan criterios de planificación. En ese sentido, uno de los mecanismos, 
que creo relevante, es generar planes de acción. Esto es un poco lo que señalaba antes el señor Diputado 
Michelini. Se trata de planes de acción que tienen que ver con planes nacionales que, de hecho, se han venido 
desarrollando, particularmente en los últimos ocho años. 


Estoy pensando en el plan de igualdad de oportunidades para varones y mujeres, en un proyecto en curso, que 
es un plan nacional contra la discriminación, el racismo y la xenofobia, y en la elaboración de unos primeros 
apuntes -en esto soy absolutamente cauto, particularmente, en el día de hoy- que nos permitan pensar en un 
plan nacional de convivencia y derechos humanos. La asociación de convivencia y derechos humanos no es 
antojadiza. 


La señora Presidenta de la Comisión señalaba algunas situaciones particulares de acoso y discriminación, 
pero también de violencia social. El tema de la convivencia tiene que ver con generar valores compartidos 
que nos permitan vivir juntos y desarrollarnos como comunidad; es absolutamente central. La convivencia es 
el marco para la realización de los derechos de todos. Y seguramente, la realización de los derechos de todas 
las personas sea lo que permita la armonía al el convivir. Esto implica la transmisión de valores concretos. 


Creo que uno de los caminos es la elaboración de planes de políticas públicas orientados en este sentido. 
Insisto: planes focalizados, pero con vocación universal y de planificación universal. En ese sentido, el Poder 
Ejecutivo tiene un rol fundamental a cumplir en clave de articulación de la planificación y no de simple 
respuesta a ideas o a iniciativas que podamos acompañar calurosamente en la sociedad, pero que no tienen el 
efecto que estamos procurando. 


Soy deliberadamente vago, pero me parece que es muy importante que en la elaboración legislativa también 
veamos cuál es el problema que queremos atacar, y si esta herramienta normativa que construimos es 
adecuada para el ataque a ese problema y para la meta a la que se quiere llegar. Estoy pensando en medidas 
de acción afirmativa, que creo que son realmente valiosas para igualar oportunidades y generar habilitaciones 
y habilidades que sean efectivas donde realmente quiero realizarlas 


Creo que hay que promoverlas, pero vale la pena tener un diagnóstico de la realidad social que se pretende 
enfrentar, y luego, si esa medida que propongo realmente tiende a solucionar ese problema. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Quiero hacer referencia a una de las preguntas de la señora Presidenta de la 
Comisión que tiene que ver con las formas de discriminación, y cómo esta Conferencia y este consenso 
de Montevideo impactan en muchas de las poblaciones, sobre todo, en América Latina. 


Fundamentalmente quería referirme al hecho de que esta Conferencia haya sido adoptada en la Conferencia 
de la Mujer. Me parece que lo que nosotros transmitimos es importante respecto a una instancia que convoca 
a los Estados de América Latina y el Caribe trabajando los temas de género y las formas de discriminación 
que sufren las mujeres de estos territorios. El hecho de haber incorporado el Consenso de Montevideo como 
parte de ese Consenso de la República Dominicana nos parece que ha generado un fuerte impacto en cuanto 
al análisis de todo tipo de discriminación. 


En definitiva, se trata de avanzar hacia la igualdad, por lo cual nos parece importante volver a resaltar este 
aspecto, como también que, en 216, Montevideo será la sede de la Conferencia de la Mujer. Insistimos en el 
valor de esta elección de América Latina para que Uruguay pueda sea sede de estas conferencias, que no es 
una cuestión casual ni menor. Además, esta Conferencia compete a la mayoría de los habitantes de América 
Latina, que somos las mujeres, y va a impactar en la vida de los ciudadanos y las ciudadanas de nuestro 
continente a través de mecanismos, resoluciones y formas que nos iremos dando como país a nivel regional y 
continental. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- En nombre de la Comisión y del mío, agradezco y felicito la presencia de los 
integrantes de la delegación aquí presentes. 


Ha sido muy instructivo y profundo el informe que han hecho y quizás haya que analizarlo después mediante 
la lectura de la versión taquigráfica. Sin perjuicio de señalar que todos los aportes han sido valiosísimos, si se 
me permite, quiero identificarme con lo que decía el doctor Miranda en cuanto a la integración social, que 
parecería que es la finalidad que todos perseguimos, es decir, el bienestar de la sociedad. En ese sentido, me 
felicito por integrar esta Comisión en el día de hoy. 


Por otra parte, presumo que una vez que podamos leer la versión taquigráfica, entenderemos con mayor 
intensidad la importancia de todas las exposiciones realizadas. 


SEÑORA MATIAUDA.- Antes que nada, pido disculpas por haber llegado tarde. 


Quiero decir a los invitados que hubiera sido un placer escucharlos en esta instancia. Es por ello que me voy 
a encargar, a través del Diputado del Partido, de conseguir la información que han transmitido y leer la 
versión taquigaráfica. 


Creo que todos los presentes tenemos un fin común: queremos un Uruguay cada día más igualitario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Agradezco a la Comisión que nos haya recibido, así 
como también las ideas volcadas, que enriquecen la posibilidad de trabajo. Los invitamos a seguir trabajando 
en conjunto con el Poder Ejecutivo en la comisión de trabajo que estamos formando para Cairo +20. 


Creemos que la idea planteada por el Diputado Michelini es muy certera, y vamos a trabajar para darle forma 
institucional, a fin de que quede para futuras gestiones gubernamentales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a toda la delegación. Ha sido una jornada que nos abre a la 
reflexión, al estudio y al análisis más profundo. Son varios los Ministerios representados aquí, lo que 
habla muy bien de la articulación y de las coordinaciones. 


Es muy importante contar con todo el material que nos han traído. Sepan que éste será distribuido a los 
parlamentarios. El acceso a la información y a la reflexión le va a hacer muy bien a este Parlamento. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


